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LA SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES* 

Luis Orellana Retamales 

PREFACIO 

La codificación minera. a partir de 1874. no regulb las contenidos sustantivos y la naturaleza juridica de 

los derechos que se adquieren en virtud de una concesi6n minera, lo que ha significado la “importación” 

en defecto de esas disposiciones, de instituciones y principios propios del derecho común contenidos en 

el C6digo Civil (como la propiedad). Esta forma de proceder por tribunales y legisladores yr en general, 
por los operadores jurfdicos. proviene de una lectura tosca del articulo 4” de dicho Código, que recoge la 

supletoriedad, un concepto jurfdico implícito en la mente de dichos operadores. a partir de la tesis del 

derecho común. Este concepto jurídico -que es. al mismo tiempo. una tknica legislativa- se opone â 

la autonomfa de una disciplina jurfdica e impide el desarrollo de sus núcleos dogm8ticos. Este texto 

recoge un estudio comprensivo de esta noción dentro de nuestro derecho. ya que no existe literatura 

jurldica nacional que se refiera al tema. Asf se analiza el modo en que se ha elaborado el concepto, 

bkicamente por los tribunales. en función de la jurisprudencia minera que se estudió en la tesis y 

que dice relación con conflictos mineras relativos al inicio y desarrollo del proyecto minero en Chuqui- 

camata. 
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A. UN CONCEPTO JURfDICO DIALÉCTICO 

¿Qué es lo que entendemos por supletoriedad? La palabra supletoriedad, en una primera 
aproximación, junto con supletorio, provienen del latín suppletorium: “Dfcese de lo que suple 
una falta” (R.A.E.. 1992, p. 1362), siendo ambos léxicos adjetivos del verbo suplir quien 
llena de significado a dichos términos: 

’ Este texto corresponde al segundo capítulo de la tesis elaborada por el autor para obtener el grado de Licenciado 
en Derecho por la Pontificia Universidad Cat6lica de Chile. dirigida por el profesor Alejandro Vergara Blanco. 
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“(Del latin supplere). Tr. [verbo transitivo] Cumplir o integrar lo que falta en una cosa, 
o remediar la carencia de ella. I( 2. Ponerse en lugar de uno para hacer sus veces. [( 3. 
Reemplazar, sustituir una cosa por otra. 1) 4. Disimular uno un defecto del otro{...)“. 
(R.A.E., 1992,~. 1363)‘. 

Como podemos ver, este verbo configura, en primer lugar, la idea de falta y, en segundo 
lugar, la carencia de algo, apareciendo desde ya el término “integrar”. Sin embargo, hemos 
destacado también aquellas acepciones que aluden a las ideas de ponerse en lugar de algo y 
disimular un defecto porque también son funciones propias, si bien secundarias, de lo suple- 
torio. 

1. Noción 

iA qué categoría jurídica pertenece la supletoriedad? La supletoriedad es un concepto 
jurídico dialectico. Tiene como fundamentos los principios de especialidad y plenitud del 
ordenamiento jurídico. Está construido sobre dos juicios previos y antagónicos entre sí, reali- 
zando una síntesis de ellos al satisfacer sus exigencias y superarlos. Por lo tanto es un concepto 
sintético coyuntural-funcional de tales proposiciones porque las articula armónicamente. 

Por lo dicho, debemos analizar la tesis y la antítesis que preceden a este concepto funcio- 
nal y que conforman el razonamiento dialéctico de su origen. 

1.1 Estructura preposicional del razonamiento dialéctico 

a) Primer Juicio. El primer juicio se expresa en la siguiente proposición: ausencia de una 
norma jurídica2 que resuelva la hipótesis propuesta por el caso que se analiza, sometida o no a 
decisión judicial actual, sea esta ausencia (1) porque el legislador no ha desarrollado lo sufi- 
cientemente las hipótesis para el caso abstracto que tuvo en vistas al dictarla, o bien (2), porque 
definitivamente la norma ha guardado silencio respecto de la hipótesis que tal caso real ofrece. 

11) Insuficiencia FormaE. El aplicador de la norma al relacionar la hipótesis real (caso) con la 
hipótesis normativa, nota la ausencia precisamente de dicho caso. Por lo tanto, hay una falta 
de desarrollo de las hipótesis; existe una conexión entre el problema que se intenta resolver 
y la hipótesis planteada por el legislador, pero la solución esperada no se encuentra en ella. 
Ej. el aplicador de la norma necesita saber con exactitud el contenido jurídico del concep- 
to “relave” para resolver el caso propuesto. Las normas pertinentes del código minero 
contemplan la materia “relave”, pero ninguna de ellas lo ha desarrollado suficientemente 
como para precisar qué se entiende por tal. Ni siquiera ha intentado una definición de él. 

12) Iuuficiencia sustancial. El aplicador de la norma, al relacionar la hipótesis real (caso) 
con la hipótesis abstracta, no encuentra en ella ninguna relación con el conflicto jurídico; 
carece la norma de respuestas frente a la problemática puntual planteada. Ej. El aplicador 
de la norma necesita saber si puede iniciar el procedimiento concesional a nombre del 
descubridor o peticionario sin tener mandato para ello (agencia oficiosa). Ninguna norma 
del procedimiento concesional del código minero se refiere a esta problemática. 

’ Partimos el an6lisis del tema con el significado “oficial” del tkmino, por una doble razón. Primero, porque 
es una doctrina interpretativa general en nuestra jurisprudencia y parte de nuestra doctrina que las palabras de la ley 
se usan en el sentido que les da el diccionario, y particularmente. el diccionario de la Real Academia de la Lengua 
Espafmla y en segundo lugar, porque la lurisprudencia us6 estos significados en una sentencia civil interpretando el 
art. 1754 del CC que utiliza el vocablo (vid. “Diaz con Severín”. Corte de Apelaciones de Valparalso. 14 de enero de 
1931. concidermdo 14. en: RDJ (1931) T. 19. Sección Z’, p, 17 4 SS. citado por Caffarena de Jiles. 1959. “Suplir”). 

* Aquf empleamos el concepto de “norma”, como el conjunto de regulaciones preceptivas aplicables o que se 
relacionan con el caso propuesto. y por ello, bien puede considerar a un conjunto de disposiciones legales y no se 
hace sinbnimo por tanto de “articulo”. 



20001 ORELLANA: LA SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES 809 

b) Segundo Juicio. El segundo juicio es aquel que ordena al juez resolver la hipótesis que 
el caso real ofrece, obligandole a priori a solucionarlo, juicio que proviene del mandato legal 
“ni aun por falta de ley que resuelva la contienda sometida a su decisidn”, so pena de caer 
en la denegación de justicia3. Fuera del ámbito de la contienda judicial este juicio se expresa 
en el imperativo de solucionar el caso propuesto, o sea, darle un cauce, un camino, que las 
necesidades sociales exigen en virtud del tráfico jurídico, especialmente cuando estas necesi- 
dades inciden en relaciones económicas y decisiones atingentes a ella, ámbito muy propio de 
los proyectos mineros4. 

Como puede constatarse, ambos juicios son antagónicos por cuanto sus exigencias están 
en contradicción. El segundo juicio plantea una exigencia de resolución: deben existir solu- 
ciones y respuestas frente a la contingencia planteada y el primero responde que ellas no son 
posibles, porque no se previó tal problemática al dictar la norma, por la insuficiencia normati- 
va de la legislación minera, en nuestra hipótesis de trabajo, de forma tal que la supletoriedad 
aparece como un remedio o solución transitoria para tales requerimientos, logrando la solu- 
ción buscada. 

La supletoriedad cumple así una doble función presente en su misma definicibn, primera 
acepción: es un remedio, una solución ante la falta de la parte en un todo e integra cuando 
hay carencia de la parte en ese todo. Estas dos exigencias, que pasan luego a ser funciones 
principales de la supletoriedad. aparecen en la tesis del razonamiento dialéctico del que la 
supletoriedad es la síntesis. Su carácter de concepto funcional se fundamenta, precisamente. 
en el hecho de satisfacer dichas exigencias de manera transitoria, para el caso y la hipótesis 
planteadas como ausente y no en forma permanente, por lo que sería preciso resolver dichas 
ausencias a nivel normativo en forma rápida. 

Por este juego funcional de la supletoriedad, sus fines (funciones) son de interpretación 
jurídica (cuando hay ausencia por insuficiencia formal) y, como una consecuencia de ello, de 
integración del derecho (cuando hay ausencia total o insuficiencia sustancial). En el punto B 
analizaremos con detención la operatividad de estas dos funciones del concepto supletorio, 
así como nuestra afirmación de que la supletoriedad está basada en los principios de especia- 
lidad y plenitud del ordenamiento jurídico. 

Ahora nos interesa estudiar cómo se suple y quien suple la ausencia normativa, para lo 
cual previamente debemos estudiar el tratamiento legal del concepto. 

2. Ubicación del Concepto 

¿Dónde está tratado el concepto diaktico de supletoriedad? LDónde podemos ubicarlo? 
Dentro de la teoría general del derecho la supletoriedad no se estudia como el concepto 
jurídico que hemos expuesto, más bien aparece como una noción transversal, esto es, un 
concepto que carece de sistematicidad en su análisis, subyacente en muchas materias de la 
teoría, pero tratada especialmente en los siguientes lugares de aquella: en las fuentes del 
derecho, dentro del tema del orden jerárquico de ellas (noción de prelación) (2.1) y en la 
teoría de la ley, con especial relevancia al tratar su aplicación, y dentro de ella al analizar la 
competencia legal en cuanto a la materia (2.2). 

3 Este es el principio constitucional y procesal de inexcusabilidad de la jurisdicci6n que ha sido consagrado 
desde nuestros primeros textos legales en nuestro derecho y que se encuentra actualmente en el art. 73 inc. 2” de IU 
CPR 1980 y art. 10 inc. 2” del COT. 

4 Esta exigencia imperativa del tráfico juridico-económico tiene tales características, porque las necesidades 
en el ámbito de los proyectos mineros involucran cuantiosas inversiones y la gestión tdcnica y operativa de las 
empresas mineras. donde están en juego las variables de oportunidad y tiempo, tan presentes y decisivas hoy cuando 
es el mercado el que decide sobre el Cxito o el fracaso de un proyecto empresarial, en este caso, un proyecto minero. 
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2.1 Las fuentes del derecho. Su prelación 

iC6mo se suple? iEs libre el aplicador del derecho para buscar el orden normativo 
suplente de las faltas y carencias? Por influencia de la teoria general del derecho kelseniano y 
ante la preeminencia de la ley como fuente, se ha impuesto la idea de orden jerárquico de las 
fuentes de producción y conocimiento del derecho, en que junto a la fuente-ley solo se sitúa 
la costumbre5. Por ello la tesis kelseniana de validez de las normas (principio de legitimidad 
y legitimidad material) incorpora la noción de prelación entre ellas, cuando exista la ausencia 
de previsión de las materias que un caso ofrece. Así, aparece la supletoriedad en la prelación 
de fuentes, al definirse un orden de reemplazos para la ley en caso de insuficiencia regulativa 
con el objeto de asegurar la coherencia y hermeticidad del ordenamiento jurídico. Por cierto 
que ante esta eventualidad y agotados los recursos supletorios internos dentro de la fuente- 
ley, ella misma ha definido cuáles serán las fuentes supletorias de sus disposiciones, definien- 
do una competencia limitada para dichos casosó. Basta el estudio de los tres primeros artícu- 
los del CC para probar estos caracteres enunciados’. 

Por lo tanto, nuestras interrogantes se responden al constatar que existe un orden de 
prelación de fuentes legales que fundan la búsqueda del derecho supletorio y que dentro de 
estas, resulta fundamental la orientación que la fuente-ley da al aplicador y de la cual no 
puede prescindirseE. Esas orientaciones son las que precisamente se estudiarán en el acápite 
B de este capítulo. 

5 La jurisprudencia. los principios generales del derecho y la doctrina solo son desarrollados como fuentes del 
derecho por la ciencia jurídica. Se habla de fuentes directas e indirectas. aunque no todos aceptan como fuentes ala 
jurisprudencia y a los principios generales del derecho. En nuestro ordenamiento se les reconoce indirectamente en 
el art. 24 CC (principios generales) y art. 500 N” 5 CPP (doctrina). 

ó Subyace el concepto supletorio. como recurso interno dentro de la misma ley. en todas aquellas 
disposiciones legales generales que utilizan las expresiones “se apircarón” o “se aplicnrdn con preferencia” como 
subsidios de ella ante la ausencia regulativa y que aparecen casi sxmpre en los primeros artlculos de una ley. 
Asimismo, respecto de la costumbre, el art. 2” CC señala que se aplica si la ley se remite a ella y deja entregada a la 
norma autorizante los requisitos que ella debe contener (limitaciones). Una demostración de esta idea lo constituye 
el wt. 4” CCom, que posibilita la aplicación de la costumbre comercial supletoriamente, en silencio de la ley. pero 
probada según los requisitos que establece siendo adem&s la única norma que utiliza el concepto “supletoriedad” en 
nuestra legislación. a nivel de fuentes. El resto de la legislación especial cuando trata de la aplicaci6n supletoria 
habla derechamente de que se aplicarán las normas del CC olas que indica (vid. art. 2” CT). 

En el derecho minero chileno vigente la supletoriedad es expresa. para ciertas materias, y está establecida en el 
arr. 2” de la LOCCMI: “Los concesiones mineras son derechos reales e inmuebles (...) y que se rigen por lo< 
mismos leyes civiles que los demds inmuebles. roivo en lo que contrarien disposiciones de esta ley o del Código de 
Mine,&“. Especialmente relevante para nuestra tesis, pues tambi8n en ella se utiliza la noción “derecho común” 
que analizamos en el Cap. 1. es el art. 3 inc. final de la LOCCMI: “No se consideran sustancias minerales (...), 
todos las cuales se rigen por el derecho común o por las nonmu especiales que o su respecto diere el Cddigo de 
,Wiinería”. Esta aseveraci6n la hacen también: Lira Ovalle (1992, p. 101) y Ruiz Bourgeois (1949, pp. 17-18) “En 
todo caso, el Derecho de Minería no solo recibe la influencia de los cddigos comunes. y en mayor grado del Cddigo 
Civil. sino que tambitn debe recoger las doctrinos que hay en el ambiente jurídrco poro darles, junto con otroc 
leyes contemporáneos, cimientos legislativos y preparar nsl el comino de lo reforma de las leyes comunes”. Esta 
opinión es interesante pues en el mismo texto parece intuir este autor la especialidad y autonomia de la disciplina, 
“Pero el Cddigo Civil, al cambiar las normas de derecho común, sobre las que descansan las especiales del 
derecho minero, importd [sic] un profundo trnsrorno e~ nuestra rama jurldico.” (Ibid., p. 26). Ossa Bulnes (1992, 
p. 55. pie de página) añade que esta intención de supletoriedad expresa esta plasmada en la discusiones del 
codificador minero en relación al art. 2” CM¡ 1983. que la reitera. 

’ En efecto, hay prima& absoluta de la ley: una ley es un mandato general que prohibe o permite producto de 
una declaración de la voluntad soberana, conforme a la Constitución (lea en su formulación y en sus contenidos). 
Por ello, como ya dijimos. la costumbre no constituye derecho (no tiene fuerza de tal) y por mandato legal puede 
suplirla cuando la ley lo dispone. En fin, las sentencias (jurisprudencia) limitan su fuerza obligatoria o mandato de 
derecho en los casos en que se pronuncian y no vinculan en sus decisiones a otros casos anAlogos. 

8 En contra de esta opini6n se ha dicho que es precisamente en la etapa de selección de normas donde el juez 
tendrfa cierto poder de discrecionalidad. aun cuando exista co”c”rso de leyes (Rodrfguez Grez, 1992, p. 138). Aún 
asi, dentro del sistema interpretativo de este autor, este crea un criterio, entre varios, el de coherencia org&nica, que 
armonizarfa las normas generales y especiales, que ejemplifica con el art. 13 del CC. (Ibid., p. 113). criterio que 
concuerda co” nuestra afkmaci6n. como se verá. 
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2.2 La teoría de la ley. Su aplicación 

¿Quién (qu6 derecho) suple las ausencias normativas? La teoría de la ley comprende el 
estudio de las características fundamentales de la fuente material y formal más importante del 
derecho. Se estudian así los efectos de la ley en cuanto al tiempo, al espacio y al territorio, 
siendo estos temas modos propios de la aplicaciún legal. Pues bien, una de las clasificaciones 
legales referidas a la aplicación y que dice relación con el contenido material y personal de la 
ley, la divide en ley general y ley especial. 

Esta clasificación se sustenta en el hecho de considerar como una unidad al ordenamiento 
jurídico, donde la ley general contempla las materias más totalitarias del sistema, dejándose a 
la ley especial la tarea de ocuparse de situaciones o materias más singulares, específicas o 
concretas, pero en la que se encuentran presentes los principios que informan a la ley general. 
El concepto supletorio subyace en esta clasificación, por cuanto ante la conexión evidente 
entre ley general y especial, la primera configura la norma de reemplazo para las faltas y 
carencias de la segunda, porque la ley general es un continente normativo globalizador. De 
allí que se entienda, sin discusión, que la ley general es el derecho supletorio por antonoma- 
sia, ante las ausencias de la ley especia19. 

Sin embargo, la doctrina suele identificar a la ley general, sin más, con el denominado 
“derecho común”. A dicha tesis nos hemos referido en el capítulo 1, cuando analizamos esta 
formal concepción doctrinaria del derecho y su influencia en la aplicación e interpretación del 
derecho minero. 

2.2.1 Ley general y ley especial 

Entendiendo la idea de “derecho común” y su conexión aparente con la materia minera es 
preciso volver sobre la clasificación enunciada. LES el derecho común la ley general por 
excelencia en oposición a la ley especial?, i, cuál es la razón de la clasificación que resulta en 
esta nomenclatura? 

Ya expusimos que entre ley general y especial existe una conexión evidente, ya que la 
segunda se encuentra contenida en los presupuestos materiales de la primera compartiendo 
sus principios y fundamentos, pero que ha sido establecida con que el objetivo de regular 
ámbitos muy delimitados de la vida jurídica, asemejándola al concepto de lo particular o 
singular en oposición entonces a lo general o común. 

Por lo anterior parece estar fundamentada esta clasificación en el principio de especiali- 
dad, esto es, el tópico del género y la especie; lo que está referido al conjunto y aquello que 
se refiere a un elemento de Cl individualmente considerado. Sin embargo, se ha establecido 
que existen diferencias evidentes en todos estos conceptos, de forma tal que lo que habi- 
tualmente se hace sinónimo (derecho especial, singular o particular) constituye unas veces 
subconjuntos dentro del género y otras una ruptura con la generalidad (Guzmán Brito, 1993. 
pp. 44-48). 

9 Para Francisco Gonz&lez Navarro, el concepto de supletoriedad se expresarla en una cláusuia de cierre del 
ordenamiento, como el N” 3 del art. 149 de la Constitución espailola de 1978: “El derecho estaral será, en todo 
caso, supletorio del derecho de la comunidades nutdnomas”. De ese modo, citando el pensamiento de Eduardo 
García de Enterría sobre el particular. el derecho general o derecho común expresarla un principio de fondo que 
sería el de ser orgkcamente completo en contraposición al derecho especial que seria entonces fragmentario e 
mcompleto. precisando para su funcionamiento final de la supletoriedad del derecho general “sin cuya asistencia 
consfonre y sostenido carecerla virtualmente de toda posibilidad de desenvolvimiento”. Por ello, ante la 
insuficiencia, solo el derecho general seria el apto para suplir. desechlndose cualquier recurso a Otro derecho 
especial, a un derecha histórico o bien a la costumbre. De esa forma, el derecho común tendria como nota 
relevante poseer una capacidad autointegradara. es decir, resolver por sf mismo sus propias deficiencias (Gonz&lez 
Navarro. 1993. pp. 1221-1223). 
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No obstante, la historia jurídica envuelve el desarrollo del pensamiento de la doctrina, de 
los legisladores, jueces, abogados y estudiosos: nadie puede escapar al constante movimiento 
del tiempo jurídicofe y con ello a determinadas formas de concebir las relaciones jurídicas y 
por ello, al ser el derecho común una cosmovisión del derecho, ha dejado sentir su influencia 
aquí, porque calza perfectamente con los presupuestos de la ley general”, subyaciendo en ella 
y aplicándose sus contenidos. 

Pese a ello, es posible concluir que las nociones derecho común-derecho especial cabe 
aplicarlas cuando consideramos ciertas parcelas delimitadas del ordenamiento jurídico que 
conservan una conexión continentelcontenido, a raíz del desmembramiento que hacen los 
derechos especiales del derecho general. Por el contrario, las nociones ley general-ley 
especial, deben aplicarse cuando estudiamos la fuente-ley donde la relevancia de la clasifi- 
cación y sus presupuestos tienen que ver más con la aplicación de la ley que con la defini- 
ción y efectos de sus contenidos, que necesariamente forman parte de un “derecho” o rama 
jurídica. 

8. FUNCIÓN INTERPRETATIVA E INTEGRADORA DE LA SUPLETORIEDAD 

1. Ideas previas 

Antes de entrar al análisis de las funciones principales de la supletotiedad es preciso 
realizar algunas prevenciones. 

La primera dice relación con la división en el estudio de las funciones, la que se hace 
necesaria para saber cómo opera el concepto supletorio. Dichas funciones jurídicas se entrela- 
zan constantemente, pues, por ejemplo, la integración vía supletoriedad precisa antes haber 
interpretado las normas. En efecto, la interpretación siempre precede a la integración, concep- 
tos ambos del todo diferentes. 

Io Mi afirmación no hace sino constatar algo evidente para los historiadores. pero ccm poca conciencia en el 
mundo jurfdico: estamos envueltos por el tiempo histórico “El derecho no es un orden imperativo simple de 
autoridad y obediencia: el derecho es un orden disciplinar complejo de cultura y convivencia. El derecho es estas 
cosas y estas cosos son historia. Están situadas y se mueven en el fiempo. Nos enconlramoi hoy en algún tránsito y 
no en ningúnfinal.” (Clawro, 1992, p. 16) y en ID juridico. somos receptores de conceptos, categarfas, principios y 
nociones dadas )’ que conforman nuestra cultura jurfdica. Al respecto. valga la siguiente ensefianza: “El derecho 
codificado (...J es aquel que cumple la funcidn pedagógica y que forma el sedimento de nuertrns prtmeras 
experiencias jurldicos y de IUCSI~OP m6s elemeniolrs esquemns.” (Diez Picazo, 1973, p. 159). Con esa herencia 
intelectual, también pueden existir errores y lastres dudosos en cuanto verdaderos, muchos mitos juridicos y cosas 
que na tienen una explicación muy clara. Al respecto vdase. por ejemplo, que en materia minera solo Vergara 
Blanco ha podido dar una respuesta satisfactoria al origen de la tesis del “dominio eminente“ hasta llegar â su 
creador, Grocio (vtd. 1992c. pp. 220-237 y 1988). 

” Asi, par ejemplo, en la doctrina civilista chilena, como lo hemos anotado anteriormente: “La lay general del 
Derecho Privado la consfiruye el Cddigo Civil cuyas disposiciones son aplicables n todos los habitantes. sin 
distincidn de profesidn. Los demás códigos son especiales. porque contienen disposiciones para individuos de 
determinadas profesiones. Esta distinción tiene imporrnncin:/a) Porque las disposiciones conlenidas en los 
Códigos (...). de Mineria (...) se aplican con preferencia D los del Cddigo Civil, que constiruye la ley general i...) / 
En caos que no estén especialmente resueltos por los cddigos especiuies, se oplicarún las disposiciones dei 
Código Civil (arr. 2 del Cddigo de Comercio/“. (Barros Errázuriz. 1930. pp. 19-20); “ai El Derecho general rs el 
conjunto de reglas normalmente nplicablev a relaciones jurídicas de la misma especie afalta de otra (1 que estén 
sometidas./ bJ Derecho especial es el conjunto de reglas particulares (...) que unportan una modiJ¡cncidn del 
Derecho General impuesta por consideraciones especiales (.,.j” (Claro Solar, 1942, p. 8): “Las normav especiales 
(...) son solo variantes de los principios de Derecho Común u orraforma de aplicarlos (...)” (Ducci. 1977. p. 138): 
“La importancia del Derecho Civii deriva (...) de la generairdad de su aplicación; 7”s normas llegan u suplir los 
derechos especiales, mediata o inmediaramenre. cuando PSIOB carecen de precepros adecuados sobre un asunto o 
mnrcrias propios de su competencia. (...) este carácfer supietor~o erige a/ Derecho Civi! en el represenrante de /ir 
unidad del derecho privado. que en su diverso fraccionamiento. (...) derecho de minas, (...J adquiere cierto 
coherencia unitaria u rrav4s de el.” (Alessandri y Somarriva, 1990, p. 75); “Toda norma. en el fondo, no es más 
que el desarrollo de otra norma de mayor jerarqu(a y, parnlelamenre, de mayor generalidad. De alll que las 
normas jurídicas puedan ser generales (...) y particulares (...)” (Rodríguez Grez, 1992, p. 12). 
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La segunda, es que hemos optado por reexponer el planteamiento que la hipótesis real 
ofrece enfrentada con las normas en la supletoriedad (la falta y la carencia), para explicarlas 
mejor; enseguida analizamos los principios orientadores que, a nuestro juicio, guían la bús- 
queda del derecho supletorio, identificando la normativa legal donde se encuentra. Finalmen- 
te, a modo de conclusión, definitivamente explicamos la operatividad de las funciones estu- 
diadas, con todos los elementos previos para su mejor comprensión 

2. La insuficiencia formal 

¿Por quC es insuficiente el desarrollo de las hipótesis normativas mineras? Hemos anota- 
do que al presentarse un caso o hipótesis jurídica, el aplicador ubica las normas adecuadas 
para su resolución, haciendo previamente una calificación jurídica de los hechos en cuestión, 
estableciéndose asi un nudo central, esto es, la disconformidad entre lo que plantea una y otra 
parte en caso de juicio (contienda) o la contingencia a resolver, fuera del ámbito judicial 
(problemática). Ese nudo da principio al proceso de resolución del conflicto porque guía 
hacia las normas que podrían resolverlo. Nosotras hablamos de insuficiencia porque existe 
una falta de aptitud en las normas para haber precavido la contingencia o contienda. Por 
cierto que no todos los problemas pueden ser previstos, pero aquí nos encontramos con 
deficiencias normativas básicas. por cuanto no se ha sistematizado adecuadamente la legisla- 
ción al objeto regulado. 

De esa manera, en este caso, formalmente las hipótesis normativas prevén una parte de 
las materias que el caso y su nudo central ofrecen. Esta nota nos hace calificarla de “formal” 
puesto que existe una conexión entre caso y normas aplicables, pero su sistematicidad y 
contenidos no están desarrollados “suficientemente”. en lo mínimo, dentro de los esquemas 
materiales indispensables propios y conocidos de la materia minera, en aquello que ha estado 
presente siempre en el objeto regulado y que, por lo tanto, siempre originará de una u otra 
forma problemáticas y contiendas. 

El problema de fondo en ambos tipos de insuficiencias es que el derecho minero es un 
derecho especial. Ya hemos enunciado que sus hipótesis responden a una concepción 
central de este derecho. El objeto de la regulación presenta características propias y 
singulares que no permiten amoldar, jurídicamente, de inmediato alguna solución estable- 
cida en otro derecho especial o en el derecho común, porque los contenidos de aquellos 
no resultarían satisfactorios y más que resolver, en apariencia, el problema planteado, lo 
agravarían. 

2.1 La interpretación 

iCómo se superan estas insuficiencias formales? En la supletoriedad, en relación a la 
insuficiencia formal, el problema se resuelve a travCs de la aplicación extensiva de las normas 
o interpretación extensiva. 

La interpretación jurídica es aquella operación destinada a establecer el sentido de una 
norma, su significancia, a partir de la formulación textual en la que se le conoce (norma 
escrita) o en los elementos mínimos que la configuran (norma no escrita)‘*. Así podemos 
establecer que las normas vinculadas al caso real pueden abarcar la contienda o problemática 
actual, estableciendo un sentido extensivo de las disposiciones existentes y que se relacionan 
con aquellas. En la operatividad de las funciones se explicará en detalle. 

‘2 Para Ducci (1977. p. 53 y 60). la interpretación consiste en una serie de valorizaciones. Valorizar la norma 
implica dos operaciones: cuál o cuáles son las normas a que debe someterse la solución del conflicto, y la segunda, 
determinar el sentido de la norma. el alcance jurldico frente a las circunstancias paniculares del hecho o caso 
especifico. 
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3. La insuficiencia sustancial 

¿Cuándo hay insuficiencia sustancial? Estas se plantean cuando enfrentados al caso o 
hipótesis real no existen normas que lo resuelvan, porque los presupuestos materiales del 
nudo central de la controversia o problemática carecen de regulación, esto es, existen lagunas 
legales. A pesar de esto insistimos en denominarla primero como insuficiencia, o sea, una 
deficiencia en la normativa, porque estamos frente a lagunas legales parciales. 

Entonces , idónde subyace la supletoriedad? Hemos concordado con la idea de que las 
disciplinas jurfdicas reconocen un tronco madre desde donde parten en su desarrollo y que, 
por lo tanto, “toman prestados” conceptos e instituciones de ella, que con su evolución 
histórico-jurídica y teniendo en cuenta el objeto regulado, van diferenciándose, quedando a 
veces ligadas con aquella solo por la denominación de alguno de sus institutos centrales y 
fundamentalmente por sus principios t3. Por el contrario, para poder configurarse como dere- 
chos especiales, aparecen otros propios de ellost4. Así, para superar la ausencia normativa de 
la solución buscada, el sistema jurídico da una orientación al aplicador para suplir esa caren- 
cia. Esa orientación a la que aludimos en este lugar es el principio de plenitud del ordena- 
miento y por ello la supletoriedad encuentra en él una de sus bases. La disciplina jurídica en 
cuyas normas hay insuficiencia sustancial proviene de alguna rama del derecho con la que 
conserva cierta vinculación (generalidad-especialidad), pues, aplicando tal principio de pleni- 
tud, todas conforman un conjunto cerrado, coherente y totalitario al que no cabe atribuir sino 
la capacidad de generar siempre y en todo caso la solución para la contienda o la problemáti- 
ca (heterointegración), ya que ninguno de sus elementos constituye un microsistema autosufi- 
ciente, sino que son interactivos, de forma tal que aquel principio aparece como un criterio 
auxiliar en la búsqueda del derecho supletorio y. por ende, de la solución casuística’s. Este es 
el punto de partida para entender la función integradora de la supletoriedad. 

3.1 La laguna jurídica 

~Por que la insuficiencia sustancial es una laguna jurídica? La insuficiencia sustancial se 
identifica con una laguna jurídica, en cuanto la ausencia por insuficiencia de la norma se 
expresa en el silencio de ella y constituye una carencia. Por ello la hemos denominado 
“sustancial”. 

Sin embargo, más específicamente es una laguna legal y por ende parcial, esto es, se da 
a nivel de la fuente-ley y por ello la operatividad de la función integradora de la supletoriedad 
está matizada, pues no es necesario recurrir a la analogía como criterio útil de integración. 
Ello porque, como veremos, siempre se colman esas insuficiencias y silencios al aplicar el 

l’ Para el derecho minero podrfamos ejemplificar este fenómeno con la denominada “sociedad legal minera” 
que nace, por mandato de la ley, al manifestarse y posteriormente inscribirse una pertenencia por dos o más 
personas, o bien. al trasmitirse el derecho real de aprovechamiento a una pluralidad de personas. En efecto, carece 
de las condiciones esenciales que configuran cualquier sociedad, ya que no habrfa un acuerdo de voluntades para 
poner algo en común (el aporte social) con miras de repartirse las ganancias y parece corresponder más bien al 
desea del codificador minero de excluir de la disciplina el instituto civil de la comunidad (Ramos Pazos. 1992). 

l4 Como el inslituto del avio, denominado contrato de avío o las limitaciones en el aprovechamiento como son 
las internaciones y la misma facultad de catar y cavar. 

‘5 Un ejemplo muy gráfico de esta visihn del ordenamiento jurfdico en el siguiente texto. que ademas ilustra 
sobre la formación de dicho sistema unitario: “Si quisiCramos compararlo con algo. el objeto de la comparacidn 
rendrfa que ser una ciudad en In qce hay vesfigios de un acueducto o de una muralla romana, viejos barrios 
medievales de calles estrechas que se levanroron as( por las necesidudes de lo defensa y del mercado, paseos y 
LORUS decimondnicas inspirados, como decla Munford, en la conveniencia de obtener una imagen conrinua 
viajando yo en coche de caballos, de presenciar una parada militar o de impedir los barricadas en una lucho 
callejera. y calles y avenidas pensadas para que circulen vehkulos de molar. Ho habido planeamientos parciales y 
huy entre todas las partes puntos de conexidn. pero su sentido último es fundamentalmente vital. Fue una obra de 
alcaides y regidores, pero es rambi& ia obra enlero del pueblo o de los pueblos histdricos que han vivido alll.” 
(Díez Picazo, 1973, p. 177). Los destacados ron nuestros. 
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principio de especialidad como orientador auxiliar 16. De allí que se encuentren más allá de la 
supletoriedad los criterios de analogía, principios generales de la legislación o equidad 
para resolver la contienda o problemática. Bastaría la supletoriedad para resolver el caso 
concreto. 

3.2 La integración en el derecho 

¿Qué es la integración en el derecho? La integración ha sido definida como “la operación 
destinada a obtener un criterio jurídico útil para resolver el caso concreto, cuando no lo 
proporciona la ley, esto es, cuando presenta esta una deficiencia o una insuficiencia (laguna 
total o parcial), que, frente al deber de fallar, hacen necesaria colmarla o completarla.” 
(Guzmán Brito, 1991, p. 1). Implica la idea de compactar el ordenamiento jurídico, como si 
este fuera una valla que de lejos aparece como un todo, pero que al examinársele de cerca 
pueden encontrarse intersticios entre cada una de sus partes, a fin de responder a esa idea de 
unidad o todo hermético y coherentet7. 

Otra vez, el significado semántico nos da una idea exacta de sus contenidos en el terreno 
jurídico: 

“(Del latín integrare). Tr.[verbo transitivo] constituir las partes un todo. ]] 2. Completar 
un todo con las partes que faltan.” (R.A.E., 1992, p. 831) 

Aqui, frente a la carencia de la solución normativa el aplicador se encuentra frente a uno 
de esos intersticios. ¿Quk criterio jurfdico útil existe en el ordenamiento para superar ese 
problema? Este es la supletoriedad como concepto dialéctico, orientada en la búsqueda del 
derecho supletorio por los principios de plenitud y de especialidad. 

Revisemos ahora los elementos orientadores de las funciones supletorias, ya que a través 
de él encontraremos el derecho supletorio. 

4. Principios orientadores 

Una vez que se califican e interpretan las normas y aparecen ambos tipos de insuficien- 
cias, ¿cómo se busca el derecho supletorio? 

En primer lugar, ha de estarse a los recursos internos que la fuente-ley indique al aplica- 
dor. Existen disposiciones que remiten o posibilitan la aplicaciún de normas de otros dere- 
chos, caso en el cual nos encontratiamos ante la supletoriedad expresa y su antecedente 
fundante, es decir, hay un orden de prelación de derechos aplicables frente a los cuales no 
cabe la interpretación, sino la integración. Pese a ello, en el caso de la normativa minera, no 

I6 Cabe precisar que la carencia de normas o laguna jurídica (laguna parcial). alude a todo tipo de normas 
(legales o consuetudinarias) lo que conforma un vacío. Hay un matiz en la función integradora de la supletoriedad, 
en el sentido de que. aplicando el principio de especialidad como se verá, se trasladan ciertas soluciones del 
derecho-madre o de la disciplina generadora de esta, a la normativa vacua (la minera) donde se morigeran los 
efectos indeseados de esta traslación al aplicarlas teniendo como norte dicha especialidad. Es en este sentido que 
hay integración usando la supletoriedad como criterio útil. En la analogía se aplican las consecuencias de una 
norma que regula un caso previsto p‘X la ley, a “no no previsto. pero parcialmente igual. No se trata de casos 
idénticos, sino de casos semejantes (Ducci, 1977. p. 136). 

” En nuestro caso. la idea de todo la enuncia el punto de partida del derecho minero. Se le ha concebido para 
reglamentar el acceso de los particulares a los yacimientos mineros y con tal fin, el legislador ha enunciado un 
conjunto de hipótesis posibles de ocurrir a partir de dicha relación. Así define como primera hipbtesis legislativa, la 
publiticación de los yacimientos. entrando en seguida a definir el medio o método de acceso a ellos, los derechos 
que otorga ese titulo de acceso y la intervencibn de la administración en la prOSeCUCi&l de las finalidades, tanto de 
la publificación, como de los derechos y deberes emanados de la concesión dada a los particulares. De esa forma, va 
configurando un conjunto 0 sistema nom~tivo que intenta responder a una serie de situaciones o casos pasibles de 
enfrentarse. a partir de estas cuatro hipótesis centrales, 
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ha existido una norma expresa de tales características sino normas limitadas a determinadas 
materias o indirectas (Ej. compraventa)‘*, por lo que se hace necesaria la búsqueda de ciertos 
principios orientadores de la supletoriedad 19. Estos son fundamentalmente dos: la especiali- 
dad y la plenitud del ordenamiento jurídico. Son orientadores, porque dirigen o auxilian la 
operación jurídica destinada a encontrar la solución, de los cuales el aplicador no puede 
prescindir, ya que en definitiva le proporcionan las normas adecuadas al conflicto que quiere 
resolver. La discrecionalidad en la búsqueda del derecho supletorio no puede originar sino 
mayores problemas. La gufa que proporcionan ambos principios es adecuada ya que también 
son recursos teleológicos al interpretar o al integrar, estos es, al desarrollarse las funciones 
supletorias. 

En el caso de la función interpretativa que cumple la supletoriedad. es el principio de 
especialidad el que adquiere un especial relieve, no solo por lo dicho anteriormente sino 
porque se apoya en disposiciones expresas de la fuente-ley. Y a la inversa, en la función 
integradora la preponderancia es del principio de plenitud, actuando la especialidad como 
auxiliar. 

4.1 El principio de especialidad 

iEs un principio general del derecho civil o del ordenamiento jurídico? Este principio 
está recogido en el aforismo “lo especial se aplica con preferencia a lo general “. 

Es un principio general del ordenamiento jurídico, por ser uno de los referentes para 
efectuar la clasificación general del derecho, en derecho general (común) y derecho particular 
(especial) e igualmente, dentro de la fuente-ley, en ley general y especial. 

Su estudio, en la teorfa general del derecho, está relacionado con la aplicación de las 
normas, en el tema de las antinomias, esto es, al problema que se plantea cuando dos normas 
están en oposición en relación al caso o problema planteado, no solo por darles una solución 
distinta sino también por ubicarse en una fuente del mismo nivel dentro de la jerarqufa de estas. 

4.1.1 Fundamentación del principio 

¿Cuál es el presupuesto de este principio? iQué contenidos tiene? Este es un problema 
muy arduo, ya que algunos amores tratan a la especialidad como un principio general del 
derecho y la mayoría lo enuncia como “aforismo”, esto es, una noción propia del foro; un 
razonamiento jurfdico práctico dado y casi axiomático, que viene siendo repetido desde los 
juristas romanos clásicos. Para otros constituiría un tópico jurídico. De modo que solo expon- 
dremos dos opiniones que se refieren al problema. 

Para Guzmán Brito (1989, pp. XXXVI-XXXVII), este principio solo viene a responder a 
la noción lógico-técnica de la primacía de la especie sobre el género. de modo tal que sus 
contenidos vinieron a sustituir la dicotomía derecho común-derecho propio. En otro lugar 
(1993, pp. 45-47) plantea que tal relación se ocasiona en virtud de la comparación de dos 
normas, que pertenecen a un sistema, en la que una de ellas queda encerrada o comprendida 
en la extensión de la otra. Cuando dicha norma rompe con la generalidad (norma general o 

Ia Aunque esta conclusión puede resultar discutible, a la luz del derecho minero vigente. especialmente par lo 
previsto en el art. 2 LOCCMI. no deja de ser un hecho comprobable que tal disposición est9 pensada solo para las 
insuficiencias presentes en el carácter de inmueble que tendrfa la concesión minera, noción rechazada en esta tesis 
pues el sistema del derecho minero, aún el vigente. esti basado en las instituciones resumidas en la nota anterior. 
Por lo demás, la supletoriedad expresa dice relación con la remisión a otro derecho ante las insuficiencias de la 
disciplina en sí, remisión de la cual parece carecer la disposición citada, la que alude indeterminadamente a “leyes 
civiles” entendiCndose entonces que parece ubicarse en la noci6n ley generaLky especial y no a nivel de ramas 
jurfdicas. 

lq En el sistema de fuentes del derecho indiano. se les ha llamado “principios reguladores de la prelacidn”. 
apareciendo desde ya el principio de especialidad (Guzmln Btito. 1982. p. 44). 
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hipótesis general) del sistema pasa a ser una norma singular, con contenidos diferentes a la 
especial, por lo que no debe haber sinonimia entre ambos conceptos20. 

Para Bobbio (1980, p. 358), en cambio, su fundamento es el principio de justicia misma, 
según el cual deben ser tratadas del mismo modo las personas que pertenecen a la misma 
categoría. Así, “el paso de la regla especial derogatoria corresponde a una natural diferen- 
ciacidn de las categorías y a un gradual descubrimiento, por parte del legislador o del juez, 
de esta diferenciación: representa el proceso de progresiva adecuacidn de la regla de justi- 
cia a las articulaciones de la realidad social hasta el límite real del tratamiento distinto para 
cada individuo, que es la exigencia eterna de la equidad como justicia del caso concreto, 
expresada en la máxima suum cuique tribuere. “. 

4.1.2 Consagración legal del principio: Código Civil 

En el título preliminar de nuestro CC, el principio está recogido, en opinión unánime de la 
doctrina, en el art. 13 y, de acuerdo a nuestra jurisprudencia, también en el art. 4” del mismo título. 

4.1.2.1 El artículo trece 

Aquí se trata con propiedad el principio, pero se discute su formulación, ya que el sentido 
de la norma es claro en cuanto a establecerlo para las antinomias existentes dentro de una 
misma ley y no entre leyes, ya que la prelación de las fuentes o jerarquía formal está resuelta 
en los tres primeros artículos de nuestro CC y las antinomias entre leyes estaría solucionada 
por el art. 4” que también se funda en la especialidad*‘. 

4.1.2.2 El artículo cuarto 

Esta norma es importante para nuestro estudio no solo porque consagra el principio de 
especialidad, sino que tambi.k porque consagraría el concepto de derecho común con ciertas 
ramas separadas de él, tal como ya lo hemos desarrollado. Asi, ifija un contenido de ley 
especial para las materias que trata o reconoce la existencia de derechos especiales? 

En su texto, en primer lugar, esta norma preceptúa que en el futuro existirían cuatro 
códigos, ejemplificándolos en sus materias, de los cuales solo finalmente se promulgaron el 
código comercial y el minero, pero dejando sentadas las bases de la posible existencia de 
otros códigos especiales. Por tanto erige como código general al CC y consagraría legalmente 
la noción de derecho común, es decir, a partir de este código general (tronco) podrían ramifi- 
carse otros códigos (ramas), por lo que podría pensarse que sustrajo de su ámbito (código 
general) a la materia minera. Sin embargo, al declarar expresamente la existencia de un 
código minero, también es posible sostener que reconoce la diferencia entre dichos códigos y 
las materias civiles que trata, dando continuidad histórica a la especialidad del derecho mine- 
ro, ya que a la época de promulgación del CC regían las Ordenanzas de Nueva España por 
declaración legislativa expresa. El único problema fue el establecimiento del art 591 en el 
propio código general, razón por la que hemos dicho que se zanjó parcialmente el tema. 

2o Dentro del esquema expuesto por este autor, el derecho minero posee conexiones con el sistema normativo 
del derecho administrativo (el dominio público y lo concesidn minera) respecto del cual es un derecha especial. A la 
inversa, en relación con el derecho civil es un derecho singular ya que afecta y  rompe con la hip6tesis general de 
este: la propiedad. Esto B pesar de que califica al derecho minero, más adelante. como derecho civil especial (vid. 
GuzmBn Brito. 1993, p. 52: “El Cddigo de Minar y el Código de Aguas contienen derecho civil especial de minas y 
aguas”.). 

l’ Para Claro Solar (1942, p, 125) “Esre arr(culo. que está colocado en el pbrrafo de los efectos de la ley. no 
contiene otra cosa que uno regla de interpretación de la ley. Por eso Bello lo había puesro en el pbrrafo de 
interpretación de las leyes en el Proyecto de 1853. Esro es una simple aplicacidn del principio de que lo especial 
prevalece sobre lo general”. El destacado es del texto. 
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En segundo lugar, queda claro que reconoce normativamente a la supletoriedad en nues- 
tro derecho, estableciendo la noción de prelaci6n entre aquellos códigos que llama especiales 
y el código general, o sea el CC, al ser un recurso interno de la fuente-ley (norma expresa) 
que orienta la búsqueda del derecho supletorio, pero circunscrito a la ley, ya que ambos tipos 
de códigos (el general y el especial) son leyes. 

En tercer lugar, consagra el principio de especialidad por la redacción del precepto, que 
claramente alude a la aplicación preferente de lo singular por sobre lo general (código espe- 
cial con preferencia al código general), confundiéndose con la noción de prelación y dándole 
a este principio y a la supletoriedad una institucionalidad general a nivel de ley, esto es, 
aplicable en todos los casos de ausencias formales y sustantivas por ubicarse en el título 
preliminar y a continuación de la prelación de fuentes (art. 1” a 3”). 

Finalmente, Les una norma de interpretación o de integración en las funciones supleto- 
rias? Para Alessandri y Somarriva (1945, p. 201) claramente es una norma de interpretación, 
pero sus contenidos y el hecho de ser una norma de supletoriedad expresa, le hacen asimilarse 
más bien a la integración. Pese a esto último, la doctrina es unánime en declarar que no 
existen normas de integración en el Título Preliminar del CC. 

4.1.2.3. El artículo veintidós, inciso segundo 

Esta es una norma interpretativa clara y sin discusión, por su ubicación y contenidos. 
Entra a operar cuando se ha agotado la interpretación extensiva de los arta. 13 y 4” en relación 
al caso planteado, en tkrminos que la norma especial mandatada para resolver el conflicto no 
puede hacerlo u origina una solución divergente con la sistemática de la disciplina minera. 
Nuevamente la especialidad ayuda a resolver los problemas, pero esta vez de modo diferente. 

Al estudiar las relaciones que existían entre ley general y especial, dejamos establecido 
que existe una conexión de conjunto a elemento entre ambas; la norma especial supone los 
presupuestos normativos de la norma general, de la cual no es sino una especialidad. De esa 
forma, si la conexión material entre el caso a resolver y las normas especiales no ha podido 
originar una solución adecuada a través de la interpretación extensiva, aquí recurrimos a la 
norma general que contiene a las especiales, donde se encontrará la solución. Un análisis del 
art. 22 inc. 2”, claramente conduce a esta operación jurídica, ya que habla de las mismas 
materias que ilustran pasajes obscuros de una ley. Hay entonces una relación evidente y la 
especialidad orienta la búsqueda supletoria en el sentido de determinar que, en un segundo 
plano como veremos, deba recurrirse a la norma general, excluyendo la analogía. 

Si hacemos una exégesis de su contenido, interpretándolo, podríamos leerlo de la siguien- 
te forma: 

Los pasajes obscuros de una ley (insuficiencia formal) pueden ser ilustrados (suplidos) 
por medio (a través) de otras leyes (normas generales), particularmente (especialmente) 
si versan (regulan) sobre el mismo asunlo (materia). 

Asimismo, la expresión “otras leyes” significa que la relación de especialidad o generali- 
dad posee una cierta jerarquía; asi no podría suplirse una insuficiencia formal, por medio de 
fuentes inferiores en rango a la ley (una costumbre minera), de modo que refuerza la idea de 
ubicar la norma suplente en el derecho común o derecho-madre. 

4.2 El principio (dogma) de plenitud del ordenamiento jurídico 

Esta tesis positivista aparece como uno de los tópicos fundamentales sobre los cuales 
descansa la teoría general del derecho. Consiste, someramente, en creer que el derecho como 
orden normativo, es un sistema completo y sin fisuras, capaz de entregar soluciones jurídicas 
completas y satisfactorias cuando emerge el caso concreto. Se ha fundamentado en la fuerza 
de expansión lógica de las normas y otras veces en la existencia de una norma tácita comple- 
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mentaria, normas de cierre del ordenamiento jurídico que abrazan negativamente los casos 
no previstos (Díez Picazo, 1973, p. 280)**. Por ello, son elementos fundamentales de dicha 
afirmación una cierta visión de conjunto del derecho, total, coherente y pleno, esto es, vigente. 

A travCs de esta idea, que se ha vislumbrado como no discutible -de ahí lo de “dogma”-, 
se ha asegurado durante estos dos últimos siglos el monopolio estatal en la producción del 
derecho y la vigencia de la ley como única fuente legítima de aquel y la ratio esendi del 
orden jurídico actual. Está expresado normativamente en el principio de inexcusabilidad y en 
la supletoriedad conduce al aplicador del derecho hacia la solución cuando emerge su sustan- 
cia como principio. El CC está inspirado en él, pero desde el punto de vista de la ley 
(principio de plenitud hermética de la ley) porque no se coloca en el supuesto de que existen 
lagunas legales, se refiere solo a los pasajes oscuros o contradictorios de la ley, pero no a la 
ausencia o vació de las mismas (Pacheco, 1984, p. 423). 

4.2.1 Normas de integración 

La doctrina reconoce unánimemente que en nuestro derecho no existen normas expresas 
que contemplen la integración. Existen sí, tres criterios usados para integrar que se encuen- 
tran presentes en el art. 24 del CC. Pese a ello, los contenidos de los arts. 4” y 22 inc. 2” 
parecen acercarse a la función integradora pues trasladan soluciones de otros lugares hacia el 
derecho insuficiente, concurriendo así como parte para establecer el todoz3. 

5. Operatividad de las funciones 

iPor qué cumple una función interpretativa e integradora del derecho la supletoriedad? 
Ahora podemos enunciar cómo la supletoriedad opera funcionalmente. 

a) Primer caso: Al producirse la insuficiencia formal en la normativa minera, ese primer 
dato marca el inicio de la búsqueda supletoria. La constatación de la insuficiencia se ha 
hecho porque se han interpretado las normas vinculantes. 

En efecto, existe una conexión material con el caso a resolver y es preciso entonces 
encontrar el mecanismo adecuado para ello. Hemos expresado que la fuente-ley señala al 
aplicador del derecho ciertos principios orientadores en la búsqueda del derecho supletorio. 
Uno de los principios orientadores es la especialidad, apareciendo dos planos diferentes en 
los que opera: en el primero, teniendo presente que existe cierto desarrollo normativo de la 
materia que aparece como nudo central de la resolución de la contienda o problemática, 
orienta hacia la solución, en el sentido de partir de este presupuesto, pues dirige la labor del 
aplicador señalándole que habrá de privilegiar esas normas antes que las generales (art. 4” y 
13 CC), de modo que tendrá que interpretarlas extensivamente para poder intentar la solu- 
ción. En el segundo plano, si ese esfuerzo no conduce a resultados satisfactorios, entonces lo 
orientará hacia la búsqueda en las normas generales que traten de la misma materia (art. 22 
CC), interpretándolas adecuadamente, de acuerdo al contexto al que se trasladan, que es 
específico y singular. De ese modo dirige la interpretaci6n*“. 

22 La afirmacibn transcrita consta en la fuente señalada pero su autorfa es de Jos Catán Tobefias (Derecho 
español común y Foral. ed. 1951. Val. 1, p. 367). 

23 En el Proyecto de CC de 1853 figuraba como art. 4” el siguiente: “En marerio civil o falta de ley escrita o de 
costumbre que renga fuerza de ley. fallará el juez conforme lo dispongan los leyes poro objeros ondlogos y  a falta 
de esras. conforme a los principios generales del derecho y de equidad natural. “, El texto tomado de Claro Solar 
(1942, p. 32). El actual art. 4” figuraba en dicho proyecto como art. 16 y contenía el mismo texto vigente. 

l’ Esto porque la ley tiene ciertos “efectos inconscientes”: situaciones comprendidas en su “sentido”, aunque 
no pudieron ser previslas por su autor (Fuenzalida, 1973, p. IB). De la misma opinión es Pescio (1962, p. 263) 
quien seilala que “Si son insuficientes las disposiciones de la ley. se ampliar6 su compo de aplicacidn volkkdose 
del razonamiento. pero cuidando de monfener dichas disposiciones como indispensables puntos de opoyo. “. 
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Por ello la supletoriedad cumple una función interpretativa porque ella, conceptualmente, 
fija el sentido de la ley, su significancia, complementando las normas sobre interpretaci6n de 
la ley, ya que antepone en dicha operacidn la especialidad del objeto regulado, marcando un 
sendero hacia la solución buscada, satisfaciendo la falta de desarrollo de la hipótesis normati- 
vas de un derecho (el minero). 

b) Segundo caso: Si el caso planteado no presenta conexión alguna con el derecho llamado 
a resolverlo, se produce el silencio de la normativa. Entonces, aquí aparece el principio 
de plenitud de dos formas. La primera, planteando la exigencia de resolución del caso y la 
segunda, orientando la búsqueda supletoria ya que presupone la existencia de un ordena- 
miento capaz de autogenerar la solución. 

El derecho insuficiente se ha generado a partir de otras ramas jurídicas y en ellas ha de 
buscarse tal solución, porque existirfa una cierta continuidad y contigtfidad jurfdica entre los 
derechos. Al producirse una relación de especialidad, esta se ha generado para regular en 
mejor forma los casos, ya por su presupuesto material o personal. Empero, tal plenitud del 
conjunto (el ordenamiento) permite trasladar alguna solución ya establecida o contemplada en 
el derecho-madre del deficiente o incluso en el superior, ya que las notas de generalidad en 
relación con aquel, hacen presumir que la contienda o problemática planteada está compren- 
dida dentro de la extensión de aquellas. Por ello, la especialidad es un principio auxiliar en 
esta búsqueda porque fija un criterio para resolver la laguna que se ha producido, pero está 
condicionada al principio de plenitud que es el orientador. De esta forma, la supletoriedad 
cumple una función integradora porque es un criterio útil para resolver la laguna o silencio 
que se ha producido, actuando como un criterio previo a la analogía, los principios generales 
del derecho o la equidad. Este resultado aparece siempre que se considere a la supletoriedad 
como el concepto dialéctico que hemos descrito, esto es, un instituto importante dentro de la 
teoría general del derecho, en especial, en el estudio de las fuentes de su producción y 
conocimiento. Es en este sentido en que la supletoriedad satisface las exigencias de los 
juicios previos, actuando funcionalmente para tal fin, porque, a la vez, no internaliza como 
contenidos propios los postulados de dichos juicios (no los contiene a ambos a la vez), sino 
que actúa como un gozne articulador de sus exigencias a fin de superar sus problemáticas, 
especialmente las del primer juicio (la tesis). 
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